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Proyecto aprobado por Acta No.518

Hora: 8:45 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Secretaría de Educación de Risaralda en contra del fallo de tutela emitido el 18 de abril de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito  de Apía, Risaralda, donde aparece como accionante el señor Carlos Alberto Echeverry Grajales en contra de la Secretaría de Educación del Departamento de  Risaralda y el Municipio de Apía, Risaralda. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El señor Carlos Alberto Echeverry Grajales manifestó que actuaba en nombre y representación de su comunidad y que instauraba la presente acción en contra de la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda por la vulneración de los derechos fundamentales a la igualdad, la educación y de los niños del colegio Santo Tomás sede Santa Inés del municipio de Apia, quienes en su mayoría cuentan con 5 o 6 años de edad y están cursando el grado cero o transición, los cuales iniciaron clases el 13 de enero de 2016 en el horario de 7:00 a.m. a 11 a.m., con la profesora especializada en preescolar, señora María Elena Gutiérrez Zapata la cual tenía un grupo de 10 estudiantes.  Sin embargo, el 15 de marzo de 2016 los padres de los estudiantes de transición fueron informados de la unión de ese grado con los de primero, sin que se hubiera tenido en cuenta la Circular 02 de enero 6 de 2016 en el que se indicó que para el curso de transición o grado cero que contara con más de 10 estudiantes, tendría derecho a un docente exclusivamente.

Además de lo anterior, indicó que la rectora del colegio trasladó al docente Nelson de Jesús Bermúdez Bermúdez para otra sede, dejando los grados de 2 a 5 con la profesora Aura Alicia Restrepo con un total de 25 estudiantes más los 6 de primer grado quedaría con un total de 31 y de esta manera se debería reasignar al docente Nelson Bermúdez Bermúdez. Por lo tanto, el accionante consideró que unir los grupos de 1º  a 5º va en contravía de los derechos de los niños, toda vez que no es posible que una sola docente asuma la enseñanza de 5 grados diferentes, a sabiendas que existen unos niños con dificultades de lenguaje y déficit de atención.

Indicó que se habían elevado diferentes solicitudes ante las directivas del colegio Santo Tomás y al Jefe del Núcleo  con el fin de evitar el retiro de la docente María Elena Gutiérrez Zapata, pero la respuesta fue que esa era una orden externa. Así mismo, el docente Nelson de Jesús Bermúdez Bermúdez manifestó su intención de permanecer como profesor, pero sus peticiones tampoco han sido escuchadas.

2.2.  Pretensiones: i) proteger los derechos a la igualdad y educación de los niños que fueron vulnerados a los menores de grados cero a quinto, por cuanto no están recibiendo una educación de calidad y adecuada a sus necesidades; ii) ordenar al Departamento de Risaralda – Secretaría de Educación mantener la planta de docentes con los señores María Elena Gutiérrez Zapata, Nelson de Jesús Bermúdez Bermúdez y Aura Alicia Restrepo en sus cargos de docentes en los grados cero o transición, primero y segundo y tercero a quinto, respectivamente, del Colegio Santo Tomás, sede Santa Inés del municipio de Apía, Risaralda, o en sus lugares nombren otros docentes con las mismas o superiores capacidades, calidades y aptitudes de los profesores mencionados y iii) se ordenen las demás medidas que se consideren necesarias para la protección de los derechos vulnerados.

2.3. Pruebas aportadas con la demanda del folio 1 al 23, de donde se observa la Circular No.02 de enero de 2016.
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. GOBERNACIÓN DE RISARALDA – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por el accionante y  a las pretensiones del mismo para concluir que el señor Carlos Alberto Echeverry Grajales no acreditó en condición de qué actuaba dentro de la demanda, por lo que consideró que se debía declarar improcedente la acción, ya que no existía claridad frente al derecho presuntamente vulnerado al accionante.

Indicó que el Decreto 3020  de 2002 en su artículo 11 precisa que el número promedio de alumnos por docentes en la entidad territorial sea como mínimo 32 en la zona urbana y 22 en la zona rural; por lo tanto, si bien la docente María Elena Gutiérrez Zapata cumple con todos los requisitos, la entidad no puede prestar el servicio a 30 niños con 3 docentes, por cuanto iría en contra de la norma vigente y generaría un detrimento patrimonial, debido a que otros municipios presentan necesidad de más docentes.
Informó que a los menores de la institución educativa Santo Tomás se les está brindando ininterrumpidamente el servicio educativo público; por lo tanto, no se les ha vulnerado derecho fundamental alguno.  En tal sentido, reiteró que la tutela es improcedente.  (Fls. 44-48)

4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 18 de abril de 2016 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, resolvió tutelar el derecho a la educación de los niños y niñas matriculados en la sede educativa Santa Inés, metodología Escuela Nueva, perteneciente a la institución educativa Santo Tomás de Aquino del municipio de Apía, Risaralda. Como consecuencia de ello ordenó: “a la Secretaria de Educación de Risaralda, Dra. Liliana María Sánchez Villada, la señora Eliana Montejo Sánchez, Rectora de la Institución Educativa Santo Tomas de Aquino y el señor Gustavo Salazar Galeano, Director de Núcleo de Desarrollo Educativo, o quienes haga sus veces, que en que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la notificación de este fallo, de manera conjunta asignen los docentes requeridos para atender los estudiantes matriculados en la Sede Educativa Santa Inés, metodología Escuela Nueva, de conformidad con lo establecido en el Decreto 3020 del 2002 y en la Circular 2 del 6 de enero de 2016.

TERCERO: SE ORDENA a la Secretaría de Educación de Risaralda, Dra. Liliana María Sánchez Villada, o quien haga sus veces, que dentro de un término no mayor a quince (15) días contado a partir de la notificación de este fallo, resuelva de fondo con el correspondiente estudio de la disponibilidad (prestación continua y permanente del servicio), accesibilidad (permanencia y estabilidad de los docentes) y aceptabilidad (ampliación de cobertura educativa y mejora de la calidad), la solicitud de clasificación de la Sede Educativa Santa Inés de urbana a rural, y por consiguiente determine la clase de metodología educativa aplicable, y
conforme con las disposiciones legales remita el acto administrativo al Ministerio de Educación Nacional.”  (Fls. 62-66)

El 21 de abril de 2018 se notificó por correo a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda (folio 67, vuelto).

5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN

El 22 de abril de 2016 la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda allegó escrito en el que  impugnó la decisión del fallo de utilizando los mismos términos que sirvieron de fundamento para contestar la demanda, agregando que a los 45 niños que concurren  al plantel educativo Santa Inés de Apía se les bien prestando el servicio de educación en forma normal.

Indicó que el A quo incurre en error cuando asevera que la sede Santa Inés de Apía tiene una metodología de escuela nueva, toda vez que es a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda la que le compete determinar la forma en que se presta el servicio en los doce municipios no certificados en educación y no al juez.

Señaló que en el caso en particular, en la sede Santa Inés de Apía la prestación del servicio es “educación formal” y dicha sede es urbana y no rural, por lo tanto, debe cumplir con las condiciones dispuestas en el Decreto 3020 de 2002 y la Circular 02 de enero de 2016 que indican que para el nivel de preescolar se asigna un docente por grupo cuando el número de estudiantes es de 25 y para básica media un docente por grupo cuando el número de estudiantes es de 35.

Por lo tanto, debido a que la sede Santa Inés de Apía no cumple con estas condiciones, la entidad territorial con el fin de garantizar la prestación de servicio educativo en la misma, sugirió que se utilizara otra metodología pedagógica y para evitar traumatismos en los educandos, trasladándolos a otros planteles educativos, por ende se autorizó la prestación del servicio por parte de dos docentes, la cual se encuentra distribuida así:

NOMBRE DE DOCENTE          NIVEL 
  # DE ESTUDIANTES POR       GRADOS

María Elena Gutiérrez

Transición


10

Primero 


10 

Aura Alicia Restrepo

Segundo


4



Tercero 


2



Cuarto


8



Quinto


          11

En tal sentido, consideró que esa Secretaría está prestando el servicio educativo en la sede Santa Inés de Apía de manera ininterrumpida, aun sin que se cumplan las condiciones técnicas para los establecimientos educativos en el área urbana. Por lo tanto, al no existir una insuficiencia cuantitativa en la sede indicada, no es necesario el nombramiento de otro docente tal como lo ordenó el juez de primera instancia, toda vez que con los 2 docentes que se encuentran asignados se cumple a cabalidad la prestación de servicio de educación.

De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º del fallo de primera instancia, indicó que la entidad territorial al expedir el calendario escolar se encuentra preparada para la prestación continua y permanente del servicio, por lo tanto, no se ha visto afectado en la sede de Santa Inés de Apía, ni en los demás municipios no certificado.  En cuanto a la permanencia y estabilidad de los decentes, la planta de docentes y directivos docentes de esa Secretaría es “global-flexible” y los docentes deben estar donde se presente la necesidad del servicio.  En relación a la ampliación de cobertura educativa y mejorar la calidad, esa entidad aumentó en 628 estudiantes la matrícula del año anterior  en los 12 municipios no certificados, lo que demuestra la ampliación y la necesidad de optimizar el recurso humano, de lo cual ha sido cumplidora la entidad territorial según los mandatos legales y constitucionales.
Aclaró que lo concerniente a la “reconvención” (sic) de la sede Santa Inés de Apía de urbana a rural es de competencia única y exclusiva de la Secretaría de Educación de Risaralda, de acuerdo a  la Ley 715 de 2001.

Por lo tanto, consideró que el fallo de primer nivel no es elocuente ni coherente cuando en el mismo se ampara el derecho fundamental de la educación basado en la “metodología de escuela nueva” y en la parte final del numeral 3º solicitó a la entidad determinar “cuál es la clase de metodología aplicable para la sede Santa Inés del municipio de Apía”.  

En tal virtud, al no haberse demostrado por parte del accionante vulneración alguna de los derechos fundamentales de los niños de la sede Santa Inés del municipio de Apía, ni la existencia de un perjuicio inminente para los mismos, solicitó que ser revoque o modifique el fallo. (Fls. 72-76)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.5. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.6.1. De conformidad con las pruebas allegadas con la demanda, la Sala observa que la Rectora y el director de Núcleo de la Institución Educativa Santo Tomás de Aquino de Apía, Risaralda, habían enviado el 1º de marzo de 2016 una petición a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda tendiente a que se estudiara la posibilidad de que la docente María Elena Gutiérrez Zapata continuara en la sede Santa Inés a cargo del grado de transición (folios 15 y 16), solicitud que en igual sentido hicieron los padres de familia de los niños de grado cero de Santa Inés (folio 17). Así mismo, el actor adjuntó copia de la certificación expedida por la Secretaria de Planeación de Apía, Risaralda, en la que consta que la sede educativa Santa Inés, adscrita a la de Santo Tomás de Aquino, se encuentra ubicada en la zona rural del municipio de Apía, sector vereda Miravalle (folio 18) y constancia del Comité Departamental de Cafeteros de Risaralda que indica la institución educativa Santo Tomás Aquino se encuentra ubicada en la vereda Miravalles del municipio de Apía, Risaralda, en el Sistema de Información Cafetero SICA (folio 19). Lo anterior, con el fin de acreditar que se hace necesario un docente para el grado cero o transición en la el instituto educativo Santa Inés de Apía, Risaralda, el cual se encuentra conformado por 10 niños, tres de los cuales presentan dificultades de lenguaje y déficit de atención; en tal virtud, consideró que la decisión de unir el grupo cero con el primero vulnera los derechos fundamentales a la igualdad y educación de los niños, toda vez que la Circular No.02 de enero 6 de 2016 de la Secretaría de Educación señala que cuando el grupo de transición sea de 10 niños o más, tendrán exclusivamente un docente asignado al mismo. Además, el accionante indicó a los 31 niños que conforman los grados de 1 a  5 también  se les vulneró las prerrogativas antes señaladas por el hecho de contar con una docente para atender la enseñanza de 3 niños con diferentes necesidades especiales y para ello aportó copia de 3 valoraciones por fonoaudiología de tres menores de edad con fechas de marzo 16 de 2013, abril 29 de 2014 y noviembre 5 de 2015 (Fls. 21 al 23).
6.6.2. Sea lo primero indicar que de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 el señor Carlos Alberto Echeverry Grajales está legitimado para ejercer la acción constitucional en orden a solicitar la protección de los derechos fundamentales de los niños estudiantes de la institución educativa Santa Inés de Apía, Risardalda, toda vez que dicho Tribunal ha indicado que “todas las personas deben concurrir en la protección de los niños y de las niñas, y están llamadas a ejercer acciones para que cesen las situaciones de vulneración o amenaza que afectan el desarrollo armónico de los menores o el pleno ejercicio de sus derechos.”

“(…)  (ii) Adicionalmente, tratándose de niños, niñas y adolescentes, existe un deber especial y prevalente de todas las autoridades en la defensa de sus derechos por tratarse precisamente de sujetos especialmente protegidos. En efecto, expresamente el artículo 44 y 67 constitucional prevén que cualquier persona puede exigir de la autoridad competente, la protección o el ejercicio pleno de los derechos del menor.
 
(iii) Conforme se indicó en la sentencia T-540 de 2006[22] “tratándose de la protección de los derechos fundamentales de los niños, la Constitución impone objetivamente la necesidad de su defensa, sin que interese realmente una especial calificación del sujeto que la promueve en razón, que es la misma Carta la que sostiene que en su defensa también debe intervenir la sociedad.”
6.6.3. En tal sentido, en el marco del derecho fundamental a la educación de las niños, niñas y adolescentes (artículo 44 de la Constitución), el Estado tiene la obligación de garantizarles establecimientos apropiados y el acceso digno, integral y de calidad al sistema de educación, así como la permanencia en el mismo sin obstáculos, y en el artículo 67 de la C.N. se dispuso que corresponde al Estado “regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de (…) garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.”  Por lo tanto, la Corte Constitucional destacó los componentes de disponibilidad y aceptabilidad, señalando que “el primero referido al supuesto de que la satisfacción efectiva del derecho a la educación depende entre otros factores, de la inversión en recursos humanos y físicos para la prestación del servicio. Así, la presencia permanente de docentes calificados con salarios competitivos y en cantidad suficiente para atender la demanda escolar asegura esta finalidad y el segundo alusivo a la calidad de la educación que debe impartirse.”

6.6.4. Sin embargo lo anterior, esta Sala considera que pese a la humana labor del señor Carlos Alberto Echeverry Grajales por colaborar en la defensa de los derechos fundamentales de los menores del instituto educativo Santa Inés de Apía, Risaralda, no existe dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que el derecho de educación de los niños del dicho plantel se haya visto truncado o interrumpido por la falta de docentes, máxime que se encuentran en discusión varios aspectos como son si la sede de Santa Inés perteneciente a la institución educativa Santo Tomás de Aquino de Apía está en la zona rural o en la urbana, si la metodología académica a aplicar en la misma corresponde al modelo de escuela nueva o formal, pues la Secretaría de Educación de Risaralda indicó que es de su competencia exclusiva definir la manera como se presta el servicio de educación en los 12 municipios no certificados y por lo tanto, insistió que el servicio de educación en Santa Inés de Apía es  “formal” y la sede es “urbana” y no rural.

6.6.5.   Así las cosas, en el caso sub examine no existe duda que si bien los niños estudiantes del establecimiento educativo Santa Inés de Apía, Risaralda, merecen un trato preferente  por ser sujetos  de especial protección,  de acuerdo a lo consagrado en el artículo 13 de la C.N., no se observa necesaria la intervención del juez de tutela para dar aplicación la Circular No.02 de enero de 2016 “por el cual se establecen los criterios y procedimientos para organizar las plantas de personal docente del servicio educativo estatal que prestan las entidades territoriales”  en los términos como lo reclama el actor, pues  la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda direccionó los criterios para la asignación de la planta de personal docente  para el año 2016, y en tal sentido decidió dejar dos docentes para que atendieran a los 45 niños que se encuentran matriculados en el instituto Santa Inés de Apía, situación que no se advierte arbitraria a sus derechos fundamentales, pues se reitera, ningún elemento material probatorio fue allegado con la demanda con el fin de demostrar negligencia en la prestación del servicio educativo en dicha sede. Al respecto, existe vasta jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación  sistemática,  tanto  de  la Constitución  como de los artículos 
5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”
Aunado a lo anterior, el accionante no demostró que alguno de los menores matriculados en el colegio de Santa Inés de Apía, se encuentre ante un perjuicio irremediable, inminente o próximo que obligue al juez constitucional a superar el requisito de subsidiariedad que exige la decisión de la tutela y analizar de fondo el planteamiento de la supuesta vulneración originada por la unió de los grados cero y primero, y segundo a quinto de dicha institución.  Sobre las circunstancias específicas de encontrarse ante una amenaza inminente, tal como lo ha referido Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 cuando señaló lo siguiente:

 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inmi1nencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.    

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia. 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente.
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”

Así las cosas, esta instancia no halla conducta omisiva que conlleve a hacer un juicio de reproche de la autoridad administrativa demandada, ni concluir la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados por el tutelante; por lo tanto, se revocará la sentencia de primer grado.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida el 18 de abril de 2016 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el señor Carlos Alberto Echeverry Grajales. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Ver Sentencias T-636 de 2013 y T-137 de 2015 


� Ver Sentencia T-137 de 2015
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